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RECOMENDACIONES

Para asegurar una respuesta efectiva y sostenible al VIH que sea consistente con las obligaciones en derechos humanos:

6.1. La Secretaría General de las Naciones Unidas debe convocar un organismo neutral de alto nivel para analizar y evaluar 

propuestas y recomendar un nuevo régimen de propiedad intelectual para productos farmacéuticos. Dicho régimen 

debe ser consistente con las leyes internacionales de derechos humanos y los requerimientos de la salud pública y 

proteger los derechos justifi cados de los inventores. Este organismo debe incluir representantes del Alto Comisionado 

para los Derechos Humanos, OMS, OMC, PNUD, ONUSIDA y OMPI, así como al Relator Especial sobre el Derecho a la 

Salud, agencias técnicas y expertos clave, y representantes del sector privado y la sociedad civil, y personas que 

viven con VIH. Esta re-evaluación, basada en los derechos humanos, debe tomar en cuenta y ampliar los esfuerzos 

ya en curso en la OMS, como su Estrategia Mundial y Plan de Acción sobre Salud Pública, Innovación, y Propiedad 

Intelectual y el trabajo de su Grupo Consultivo de Expertos. Hasta que se termine esta revisión, los Estados Miembros 

de la OMC debe suspender los ADPIC que se relacionan con productos farmacéuticos esenciales para los países de 

ingreso bajo y medio.

6.2. Los países de alto ingreso, incluyendo los donantes como los Estados Unidos, la Unión Europea, los países de la 

Asociación Europea de Libre Comercio (Islandia, Liechtenstein, Noruega y Suiza) y Japón deben dejar inmediatamente 

de ejercer presión sobre los países de ingreso bajo y medio para que adopten o implementen medidas de los ADPIC-

plus en los tratados de comercio cuando impiden el acceso a tratamientos que salvan vidas.

 6.2.1 Todos los países deben adoptar y respetar inmediatamente una moratoria global sobre la inclusión de 

cualquier cláusula de propiedad intelectual en cualquier tratado internacional que limite la capacidad de los 

países de mantener las opciones de políticas para reducir el costo de los tratamientos relacionados con el VIH. 

Los acuerdos tales como el Acuerdo de Antifalsifi cación (ACTA) deben ser reformulados; si no se reformula el 

ACTA de manera que excluya tales cláusulas de propiedad intelectual, los países no deben fi rmarlo. Todos los 

países deben cesar unilateralmente las prácticas que sirven a este objetivo de limitar la accesibilidad. 

 6.2.2 Los países de alto ingreso deben dejar de buscar imponer las obligaciones de propiedad intelectual más 

estrictas de los ADPIC-plus a los gobiernos de los países en desarrollo. Los países de altos ingresos deben 

también desistir de tomar represalias contra los países que se resisten a adoptar tales medidas de ADPIC-plus 

para lograr un mejor acceso al tratamiento.

 

6.3. 6.3 Aunque la Comisión recomienda que los Estados Miembros de la OMC debe suspender urgentemente los ADPIC 

que se relacionan con productos farmacéuticos esenciales para los países de ingresos bajos y medios, reconocemos 

que este cambio no sucederá de la noche a la mañana. Entre tanto, aun cuando a algunos países les puede resultar 

difícil enfrentar la presión política, éstos deberían, hasta donde sea posible, incorporar y utilizar las fl exibilidades de 

los ADPIC, de acuerdo con las garantías que ofrecen sus propias leyes nacionales. 

 

 6.3.1 Los países de ingreso bajo y medio no deben estar sujetos a presión política y legal que apunte a evitar que 

usen las fl exibilidades de los ADPIC, para asegurar así que los infantes, niños y adolescentes que viven con VIH 

tengan igual acceso que los adultos al diagnóstico y tratamiento del VIH acorde con su edad. 

 6.3.2 Es fundamental que tanto los países con importante capacidad manufacturera como aquellos que dependen 

de la importación de productos farmacéuticos retengan el espacio político para usar las fl exibilidades de 

los ADPIC tan amplia y sencillamente como puedan. Los países de ingreso bajo y medio deben facilitar la 
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colaboración y el intercambio de conocimientos técnicos con el objetivo de aprovechar al máximo las 

excepciones de los ADPIC (por ejemplo, emitiendo licencias obligatorias para los ARV y medicamentos para 

las coinfecciones como la hepatitis C). Tanto los países importadores como los exportadores deben adoptar 

medidas domésticas simples y fáciles de implementar para facilitar el uso de las fl exibilidades de los ADPIC.

 6.3.3 Los países en desarrollo deben desistir de adoptar cláusulas de los ADPIC-plus incluyendo legislación 

antifalsifi cación que equipare erróneamente el problema de la falsifi cación de medicamentos o medicamentos 

defi cientes y que por lo tanto impida el acceso al tratamiento asequible relacionado con el VIH. 

 6.3.4 Los países deben usar de manera proactiva otras áreas del derecho y políticas como las leyes de competencia, 

políticas de control de precios y legislación de adquisiciones, que pueden ayudar a mejorar el acceso a los 

productos farmacéuticos.

6.4. Los Estados Miembros de la OMC debe exonerar por tiempo indefi nido a los PMA de la aplicación de las cláusulas de 

los ADPIC con respecto a los productos farmacéuticos. Las Naciones Unidas y sus estados miembros deben movilizar 

los recursos sufi cientes para ayudar a los PMD a mantener esta libertad de políticas. 

6.5 La Decisión del Consejo General de la OMC del 30 de agosto de 2003 no resultó ser una solución viable para los países 

con insufi ciente capacidad de fabricación farmacéutica. Es imprescindible que el sistema creado por esa decisión 

se revise o se complemente con un nuevo mecanismo para facilitar la importación de productos farmacéuticos 

fabricados bajo licencias obligatorias. Los Estados Miembrosde la OMC deberían desistir de ratifi car la adopción de 

la Decisión del 30 de agosto de 2003 como un nuevo Artículo 31 bis del Acuerdo sobre los ADPIC, y deben continuar 

con los esfuerzos de reformar o remplazar el sistema.  

6.6 Los ADPIC no han logrado estimular o premiar el tipo de innovación que incremente la disponibilidad de productos 

farmacéuticos efi caces para los pobres, incluso para las enfermedades desatendidas. Por lo tanto, los países deben 

desarrollar, acordar e invertir en nuevos sistemas que realmente cumplan este objetivo, priorizando los métodos más 

prometedores incluyendo un nuevo tratado de I+D farmacéuticos y la promoción de descubrimientos de acceso 

libre. 
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CONCLUSIÓN

En el siglo XXI, el VIH es una condición crónica manejable... para algunos. No obstante, al igual que otras dolencias 

prevenibles y curables (como la neumonía, la diarrea y la desnutrición), continúa provocando enfermedad y muerte 

a demasiada gente en condición de vulnerabilidad o marginalización. 

Desde los inicios de esta epidemia, los portadores del VIH, las poblaciones desproporcionadamente afectadas por el SIDA, sus 

familias y sus seres queridos son quienes han impulsado las respuestas. Su tenacidad, activismo, creatividad y solidaridad origi-

naron los conceptos de “sexo seguro” y “reducción del daño”, fueron los promotores del progreso médico y científi co, y, durante 

la última década, lideraron el rápido aumento del fi nanciamiento internacional destinado a enfrentar el SIDA. Son ellos quienes 

proporcionaron a la Comisión pruebas irrefutables acerca de cómo una buena legislación y el respeto coherente de los derechos 

humanos pueden propiciar las respuestas efectivas contra el VIH que se necesitan para un desarrollo sustentable.

El mundo siempre puede lograr sus objetivos si cuenta con más elementos de juicio y mejores herramientas y tecnologías. La 

publicación de 2011 denominada “Marco para las Inversiones”473 demuestra que un incremento modesto en las inversiones 

fi nancieras junto con una mayor focalización en las respuestas frente al VIH pueden contrarrestar la epidemia mundial en unos 

pocos años. Las nuevas tecnologías son bienvenidas, pero establecer un entorno legal propicio resulta de importancia primor-

dial, si no queremos malgastar ese dinero.

El Grupo de Referencia de Derechos Humanos de ONUSIDA recientemente argumentó que “la crisis fi nanciera representa el pro-

blema de derechos humanos más importante en la respuesta al VIH en estos momentos”. Paradójicamente, el fi nanciamiento se 

ha estancado o reducido justo cuando la ciencia, los medicamentos y los programas están ofreciendo herramientas para lograr 

éxitos en la lucha en contra el VIH.474 Los países y las organizaciones de fi nanciamiento internacionales deben restablecer e im-

pulsar el fl ujo de recursos para enfrentar el VIH. Deben idear estrategias que respondan a las evidencias en salud pública y no a 

las ideologías. Deben ser realistas respecto de las exigencias que se imponen a vidas limitadas por la carencia de opciones. Y de-

ben ser respetuosos de la experiencia y la inteligencia de las personas que viven con VIH y de quienes representan sus intereses. 

Al desplegar la ayuda extranjera y al asignar los recursos domésticos, los gobiernos deben comprender que los millones que 

invierten en respuestas humanas frente al VIH pueden verse rápidamente desvirtuados por el apoyo material y político a los 

sistemas de represión legal en esos mismos países. Los organismos de comercio multilateral no pueden considerar que las 

medicinas son bienes iguales al software o a las películas. La sociedad civil debe exigir que en la búsqueda de ganancias de las 

corporaciones, los acuerdos comerciales se sometan a las exigencias de los derechos humanos universales. 

El mundo es un elemento poroso. El petróleo, los sentimientos, la información digitalizada, el capital y los confl ictos fl uyen a 

través de las fronteras al igual que la gente, incesantemente. El VIH no puede quedar encapsulado en una cuarentena social, 

económica o médica. En sus recomendaciones, la Comisión exhorta a los gobiernos, los donantes, la sociedad civil, a las institu-

ciones religiosas y a las Naciones Unidas a que asuman sus obligaciones como ciudadanos del mundo en favor de los derechos 

humanos y sean responsables de hacer todo lo que esté a su alcance para terminar con el SIDA. 

Los gobiernos, al crear entornos legales que promuevan las respuestas más efectivas y humanas frente al VIH, deben respetar 

los compromisos de derechos humanos que han asumidos en acuerdos internacionales y en sus propios órganos legislativos, 
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y dar un paso más adelante. Los tres elementos de todo sistema legal, es decir, la ley, el cumplimiento y el acceso a la justicia, 

son interdependientes. Lo más conveniente es tratar de lograrlos de manera simultánea y coordinada; las leyes y prácticas 

contradictorias han desvirtuado los esfuerzos para combatir el VIH tanto como la ausencia u hostilidad de leyes. Pero cuando 

los gobiernos son frágiles y los recursos escasean, siempre vale la pena trabajar en uno o dos de estos frentes, creando espacios 

para encarar los tres a futuro. Y aun cuando se considere que una reforma legislativa es muy compleja o presenta demasiados 

desafíos, los gobiernos deben proteger los derechos humanos, castigar la violencia policial y respaldar los programas que com-

baten el estigma y la discriminación hacia las personas con VIH y otras poblaciones clave o vulnerables.

Por último, las instituciones religiosas deben encontrar inspiración en sus más nobles intenciones y en sus ideales de amor, 

compasión y servicio a los otros, que comparten todas las tradiciones espirituales del mundo. De no ser así, estarán situándose 

en un camino que sólo puede llamarse el camino del mal: condenando a otros a la enfermedad y a la muerte por el solo hecho 

de su sexualidad o su identidad, su ocupación o incluso de sus carencias. 

El virus de inmunodefi ciencia humana, por propia defi nición es “humano”. Para vencerlo, el mundo y sus leyes deben adoptar y 

promover lo que compartimos todos los seres humanos: la fragilidad y el inmenso poder del derecho humano a la igualdad, la 

dignidad y la salud. AN


